
Al Consejo General del Poder Judicial
y a la Agencia Española de Protección de Datos

Miguel Ángel Gallardo Ortiz, ingeniero y criminólogo, con DNI: 7212602-D, en su propio nombre 
y derecho, y también en representación de la Asociación para la Prevención y Estudio de Delitos, 
Abusos y Negligencias en Informática y Comunicaciones Avanzadas (APEDANICA) que preside 
desde su constitución en 1992, con domicilio en C/ Fernando Poo, 16 Piso 6ºB, 28045 Madrid, con 
teléfonos 914743809 y 619776475 al amparo del  artículo 6 del Reglamento 1/98 del Consejo 
General del Poder Judicial, como mejor proceda formula la siguiente DENUNCIA PÚBLICA:

El Juzgado de Primera Instancia e Instrucción nº 3 de EL PUERTO DE SANTA MARÍA (CÁDIZ) 
instruye desde hace más de 10 años las diligencias previas 1946/00 del procedimiento abreviado 
32/10 iniciadas por denuncia el inspector, jefe del Grupo VIII de la Unidad de Asuntos Internos de 
la Dir. Gral. de la Policía, dependiente orgánicamente de su División de Personal, de fecha 18 de 
octubre de 2000 en la que se detallan gravísimos hechos imputados a numerosos funcionarios que 
han suministrado datos policiales confidenciales a diversas empresas (entre otras, CONSORCIO 
INFORMATIVO,  INFOREC,  INCIBUR,  XESTORÍA  IMOBILIARIA  E  INFORMACIÓN 
COMERCIAL DE GALICIA, UNICAJA, LA CAIXA, BBVA, etc) obtenidos en miles de consultas 
a ordenadores policiales, a cambio de dinero, en lo que constituye uno de los mayores escándalos de 
la historia de la informática policial en España, y un concurso de delitos extremadamente graves.

Pasados  más  de 10 años,  la  Secretaria  Judicial,  en  escrito  de  fecha  16  de  noviembre  de 2010 
manifiesta  que  “El  anterior  escrito  presentado  vía  fax  por  D.  Miguel  Ángel  Gallardo  Ortiz,  
comuníquese al mismo que no existe resolución judicial que pueda ser puesta en conocimiento de  
los  medios  de comunicación y  que  el  proceso,  dada su  complejidad,  se  tramita  con la  mayor  
celeridad posible”, lo que nos parece inaceptable y hace sospechar de que durante tanto tiempo de 
instrucción se pueda estar cometiendo un  delito tipificado en el artículo 408 del Código Penal 
siendo ya notoria la incompetencia técnica del juzgado para investigar los hechos denunciados.

Considerando el “Convenio de Colaboración entre el Consejo General del Poder Judicial y la 
Agencia de Protección de Datos sobre  inspección de órganos jurisdiccionales en materia de 
protección de datos” de 3 de mayo de 2010,  y en especial,  su cláusula tercera por la  que se 
constituye una “comisión de seguimiento” formada por 3 representantes del CGPJ y otros 3 de la 
AEPD,  se solicita que a la mayor brevedad se tome conocimiento de los gravísimos hechos 
denunciados el 18 de octubre de 2000, de la instrucción de las diligencias previas 1946/00 y del 
procedimiento  abreviado  32/10  para  que  se  incoen  los  expedientes  a  los  que  haya  lugar 
dándonos la información que sea posible sobre ellos como interesados, siempre con el máximo 
respeto por los datos privados de particulares afectados por los presuntos delitos cometidos por 
funcionarios de policía y empleados de empresas que han pagado por información presuntamente 
ilícita, dando la debida publicidad a las actuaciones judiciales considerando los artículos 20 y 120 
de la Constitución Española, el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Reglamento 
1/2005 del CGPJ y el "Protocolo  de Comunicación de la Justicia" de la Comisión de Comunicación 
del CGPJ el 30 de junio de 2004.

Por ser Justo, lo pido en Madrid, a 7 de diciembre de 2010. 

Nota: Esta denuncia pública está en Internet http://www.miguelgallardo.es/datos.pdf 

http://www.miguelgallardo.es/datos.pdf

